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En cualquier caso, con los datos de este Estudio el Defensor del Pueblo Andaluz también quiere 
aportar sus consideraciones sobre este problema que afecta al eficaz funcionamiento del Sistema Sanitario 
Público Andaluz, así como las recomendaciones y sugerencias que ha formulado a la Administración sanitaria 
andaluza para el efectivo cumplimiento de las medidas aprobadas para la prevención y eliminación progresiva 
de las situaciones de agresión que sufren los profesionales en este ámbito.

1.5.2.7. En relación a las Políticas Activas de Empleo

1.5.2.7.1.  Dificultades que encuentran los graduados sociales para desarrollar su actividad 
profesional en los Centros de Mediación, Arbitraje y Conciliación (CMAC) de Cádiz

En materia de Trabajo, en el año 2021 se ha tramitado en esta Institución la queja 21/2226 promovida por 
el Colegio Oficial de Graduados Sociales de Cádiz y Ceuta, en la que se pone de manifiesto las dificultades 
de este colectivo para el desarrollo de su actividad profesional en los CMAC de Cádiz, Jerez de la Frontera 
y Algeciras.

Los promotores de esta queja denuncian la inexistencia de una plataforma telemática para las citaciones, 
con el consiguiente coste del servicio de correos, la falta de personal en estos centros y la carencia de 
infraestructuras materiales que consideran inadecuadas al no contar siquiera con una sala de profesionales 
donde poder reunirse.

La Administración de Empleo de la Junta de Andalucía discrepa de estas imputaciones que considera que 
deben ser matizadas, considerando que solo existen problemas puntuales en algún caso y motivados, en la 
relativo a la falta de espacio para estos profesionales, a razones de índole presupuestarias.

Al valorar la situación planteada en la queja, hemos recordado a la Administración que, de acuerdo con 
las normas que resultan de aplicación en materia de administración electrónica, la utilización de los medios 
electrónicos debe facilitar la gestión administrativa, asegurando el desarrollo ágil y eficaz de los servicios 
públicos a prestar por la entidad pública que los tenga encomendados.

Esta finalidad, en el caso que nos ocupa, no debería verse afectada por los impedimentos de índole técnico 
aducidos por la Administración de empleo en su informe, ya que en los actuales tiempos están más que 
superados los condicionantes que indica.

Y, menos aún, en una Administración con un alto nivel de desarrollo tecnológico, como es la de la Junta de 
Andalucía, que se ha dotado de potentes medios y herramientas electrónicas que permitirían resolver esta 
cuestión sin grandes dificultades, como al parecer se viene haciendo en otras Comunidades Autónomas.

Es por ello que, sin perjuicio de las precisiones que se contienen en el informe remitido por la Administración 
de empleo, en cuanto a las competencias que corresponden a la Administración del Estado en esta materia, 
consideramos que en el actual sistema de citaciones de los CMAC de la provincia de Cádiz puede y debe 
ser mejorado para adecuarlo a los requerimientos técnicos de administración electrónica, que agilizarían 
y facilitarían el eficaz cumplimiento de este trámite y, por ende, del servicio público cuya prestación tiene 
encomendada la Junta de Andalucía.

Asimismo, hemos recordado a la Administración de Empleo la obligación que le imponen las normas 
legales que resultan de aplicación, en su funcionamiento, de ordenar adecuadamente sus recursos en 
orden a la prestación eficaz y eficiente de los servicios que tiene encomendados, en el caso de que tras la 
vuelta a la normalidad, después de la situación provocada por la pandemia, los actualmente existentes se 
consideraran que son insuficientes para la eficaz prestación del servicio publico que tienen encomendado 
los CMAC de su provincia.

En cuanto a la adecuación de las infraestructuras de las sede de los CMAC en la provincia de Cádiz, aún 
cuando entendemos las razones expuestas por la Administración en su informe para justificar “la inexistencia 
de una sala de profesionales” en las sedes de los CMAC de esa provincia, consideramos que las circunstancias 
actuales no son las del año 2008 -a que refiere en el informe remitido- y que, a pesar de las dificultades 
que nos traslada para buscar un espacio adicional que permita las reuniones previas de los profesionales 

1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social



144

que intervengan en estos procedimientos, sería aconsejable la búsqueda de alternativas que posibilitaran 
disponer de un espacio adecuado que permitiera la prestación de este servicio público en las mejores 
condiciones posibles, de acuerdo con los principios generales que deben observar las Administraciones 
públicas en su actuación.

Por último, al considerar que estas cuestiones tienen encaje en un marco mediador que consideramos que 
sería el más adecuado para su abordaje, ofrecemos a la Administración de empleo el servicio de mediación 
que ha instaurado esta Institución para promover el diálogo necesario con el Colegio de Graduados Sociales 
de Cádiz y abordar las cuestiones que se plantean en la presente queja.

1.5.2.7.2. Los derechos de participación y representación de los trabajadores en materia de 
seguridad y salud laboral

En materia de Seguridad y Salud Laboral, hemos de destacar la queja 19/4687, en la que el representante 
de una Sección Sindical del Ayuntamiento de Jerez de la Frontera denunciaba a dicho Ayuntamiento ante 
su negativa a facilitar a los representantes del personal de la misma el Informe de evaluación de riesgos 
psicosociales realizado en el Departamento Gabinete Jurídico que habían solicitado en reiteradas ocasiones.

Dicho Ayuntamiento, en las distintas comunicaciones remitidas a esta Institución, justifica la falta de entrega 
del mencionado informe, realizado por la empresa contratada a estos efectos, por el desacuerdo sindical en 
la designación de los Delegados de Prevención del personal que formarían parte del Comité de Seguridad y 
Salud Laboral de dicho Ayuntamiento.

No obstante, a la vista del expediente y del muy extenso periodo de tiempo en que se viene prolongando 
la resolución de esta cuestión, debe precisarse, en primer lugar, que cuando se produce la solicitud inicial y 
primer reitero de dicho informe (septiembre y noviembre de 2018), según reconoce el propio Ayuntamiento 
en sus comunicaciones, el Comité de Seguridad y Salud Laboral del mismo estaba en funcionamiento, 
por lo que hubiera procedido que, a través del Delegado de Prevención designado por la Sección Sindical 
solicitante se le hubiera dado traslado del mismo, así como al Comité de Seguridad y Salud Laboral 
válidamente constituido en ese momento, de acuerdo con lo establecido en el art. 39.2 LPRL.

A este incumplimiento inicial de las obligaciones que la LPRL impone al Ayuntamiento de Jerez de la Frontera 
como empresario, la convocatoria de nuevas elecciones sindicales y el desacuerdo ulterior que surge entre 
las organizaciones sindicales con representatividad en el mismo para designar los Delegados de Prevención, 
tampoco puede considerarse como excusa para privar del conocimiento del informe de evaluación de riesgos 
en cuestión a la legítima representación del personal de dicho Ayuntamiento. Y ello porque el derecho de 
información en materia de prevención de riesgos laborales es un derecho básico de los trabajadores que, 
de acuerdo con la normativa aplicable, puede ser ejercitado a través de sus representantes específicos 
en materia de seguridad y salud laboral y, si no estuvieran designados, subsidiariamente, a través de sus 
representantes generales designados como delegados del personal o comité de empresa.

Así fue reconocido por la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social de Cádiz que, con fecha 27 de 
junio de 2019, extendió requerimiento al Ayuntamiento de Jerez para que procediera a garantizar el derecho 
de información del Comité de Empresa, dado que no estaba constituido el Comité de Seguridad y Salud ni 
estaban nombrados todos los Delegados de Prevención, de conformidad con lo dispuesto en el art. 64.7 del ET.

A pesar de ello, y ante el reiterado incumplimiento por parte del referido Ayuntamiento de la obligación de 
información al Comité de Empresa del documento de evaluación de riesgos de carácter psicosocial realizado en 
el Gabinete Jurídico, la Inspección Provincial de Trabajo de Cádiz inicia frente a esa Entidad el correspondiente 
procedimiento sancionador.

Por otra parte, de la documentación obrante en el expediente, tampoco podemos apreciar, como nos 
indica el Ayuntamiento, que la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social de Cádiz haya dado por 
bueno el proceder de dicha Administración en este asunto según nos comunica este organismo, el expediente 
sancionador incoado por el incumplimiento de entrega de información a los órganos de representación del 
personal sigue en trámite, y no resulta afectado por la respuesta del mismo a una consulta concreta planteada 
por esa Entidad Local.
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En consecuencia, se recomienda al Ayuntamiento de Jerez de la Frontera para que, en atención a las 
dispuesto en las normas citadas y consideraciones precedentes, se proceda, sin más demora, a dar traslado 
del Informe de evaluación de riesgos de carácter psicosocial realizado en el Gabinete Jurídico de esa Entidad 
Local al Comité de Seguridad y Salud Laboral del mismo, si estuviera constituido, y si no lo estuviera, al 
Comité de Empresa de dicho Ayuntamiento.

1.5.2.8. Quejas en materia de Seguridad Social

1.5.2.8.1. Las continuadas demoras en la tramitación y resolución de los expedientes Pensiones 
No Contributivas (PNC)

En el año 2021 ha finalizado la tramitación de la queja 20/2177 promovida por del Movimiento Andaluz en 
Defensa de las Pensiones Públicas (MADPP), en el que denuncian la demora en el procedimiento y resolución 
de los expedientes de pensiones no contributivas (PNC) en Andalucía, y los perjuicios que ello está ocasionando 
a las personas solicitantes de las mismas.

El representante de la organización interesada, denuncia en su queja la demora en el procedimiento y 
resolución de los expedientes de PNC, manifestando al respecto lo siguiente:

“Según la ley el plazo máximo legal para resolver esas solicitudes es de 90 días y conforme 
a los datos del Imserso, a 29 de febrero de este año, 7.647 expedientes de jubilación y de 
incapacidad se encontraban pendientes de aprobar en Andalucía, la Comunidad Autónoma con 
más solicitudes pendientes del Estado Español, donde suman un total de 29.150 sin resolver.

En la mayoría de las provincias, esos expedientes pendientes de resolver superan con creces 
el plazo legal de 90 días, sin que se haya articulado ningún plan de choque. Es especialmente 
grave la situación de Málaga, Sevilla y Cádiz que se encuentran entre las 10 provincias españolas 
con más expedientes irresueltos. A modo de ejemplo, al ritmo actual en la provincia de Málaga, 
tardarían casi dos años en obtener una respuesta”.

Los hechos denunciados en esta queja venían a coincidir con los que motivaron la apertura de la actuación 
de oficio queja 19/1559, que concluyó con la Resolución formulada a dicha Administración, con fecha 11 
de junio de 2019, en la que se recomendaba que, a la mayor urgencia posible, se adoptaran las medidas 
de racionalidad organizativa que fueran necesarias para la puesta al día de los expedientes relativos a 
solicitudes de PNC de Jubilación e Invalidez, en todas las provincias y garantizar la resolución de los 
mismos en el plazo legalmente establecido, así como que se aprobaran planes especiales de trabajo para 
las provincias de Málaga y Sevilla, que tenían mayores retrasos en la gestión.

Tras recibir la respuesta de la Viceconsejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación a dicha 
Resolución, consideramos como aceptada la Resolución formulada, por lo que procedimos a dar por 
concluidas nuestras actuaciones en el citado expediente.

No obstante, al valorar las afirmaciones y conclusiones que nos traslada esta Administración en el informe 
que nos remite sobre la situación de la gestión de las PNC en Andalucía y las causas que han motivado 
los retrasos que se vienen produciendo en la resolución y abono de las solicitudes de estas prestaciones 
-y que efectivamente afecta principalmente a las provincias de Cádiz, Málaga y Sevilla- así como de las 
medidas que se están llevando a cabo para revertir dicha situación, tras realizar un análisis con mayor 
profundidad de los indicadores de gestión de estas pensiones en Andalucía, en los últimos años, llegamos 
a otras conclusiones que pusimos de manifiesto en la correspondiente Resolución.

Así, consideramos que estos indicadores fueron consecuencia del incremento progresivo de los tiempos 
de gestión de los expedientes de PNC, según se puede constatar en las estadísticas del Imserso que ponen 
de manifiesto un injustificado aumento del plazo medio de gestión de los expedientes de PNC de jubilación 
e invalidez en Andalucía en el periodo comprendido entre los años 2017 y 2020. Sobre todo, teniendo en 
cuenta que, en estos años, el número de solicitudes ha disminuido una media de 573 por año. A pesar de 
ello, el plazo medio de gestión de estas pensiones en Andalucía ha pasado de una media de 96 días para 
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